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Que reforma a la Ley del Seguro Social, Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, y a la Ley Federal del Trabajo, presentada por el diputado Alejandro Encinas Rodríguez,  del grupo parlamentario del PMS.

El C. Alejandro Encinas Rodríguez: -Señor presidente: Voy a hacer una solicitud.

En atención a que tanto la exposición de motivos como el articulado de esta ley que vamos a presentar es muy extenso, solicitaríamos a usted mandara se insertara íntegramente en el Diario de los Debates, así como que se reprodujera y distribuyera en el conjunto de la Cámara. Voy a dar lectura entonces a una síntesis sobre una iniciativa de reformas a la Ley del Seguro Social, a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, y a la Ley Federal del Trabajo para establecer el seguro de empleo.

En los últimos años, el nivel de vida de los trabajadores mexicanos se ha deteriorado de manera alarmante como resultado de la profundización de la crisis económica, y de la incapacidad de la actual administración para resolver los problemas de crecientes demandas de la población.

La política económica instrumentada ha provocado que el costo de los programas de ajuste recaiga en los sectores más débiles política y económicamente, tales como: los jubilados, los pensionados, los jóvenes y los desempleados, sin que hasta la fecha estos sectores cuenten con los mecanismos que les permitan defender su nivel de vida.

La situación generada por los altos niveles de inflación, los recortes en el gasto público y la caída en la inversión que como consecuencia inmediata tiene una caída en la producción y el empleo, ha llevado a una disminución de la participación de los trabajadores en el ingreso nacional que ahora se ha reducido a la tercera parte, mientras que hace algunos años significaba poco más del 40%.

La situación se agrava si tomamos en cuenta que en lo que va de la década, la fuerza de trabajo creció a una tasa superior al 3.2% anual en promedio, debido a la explosión demográfica de décadas pasadas, mientras que cada vez se destinan menos recursos a la inversión. En 1986 esos recursos fueron menores en 32% a los utilizados cinco años antes, por lo que las oportunidades de empleo son mínimas. Aun cuando el gobierno reconoce una tendencia permanente al desempleo y subempleo estructurales, debido a la incapacidad del sector productivo de absorber la cada vez mayor oferta de fuerza de trabajo y a la constante migración campo - ciudad, la política gubernamental no ha impulsado de manera real medidas que ayuden a resolver este problema.

Por el contrario, los objetivos de la política económica, se orientan, básicamente a obtener saneamientos de carácter financiero, lo que ha provocado una irracional distribución del gasto que da prioridad al pago del servicio de la deuda en detrimento del gasto productivo.

En este marco, uno de los rasgos más preocupantes es el retroceso que en materia de empleo se está sufriendo en nuestro país, al grado de que en 1986 existían alrededor de 13.5 millones de mexicanos subempleados, pertenecientes al llamado sector informal de la economía, mientras que el desempleo abierto afectaba cerca de 4.6 millones de personas, es decir, más del 50% de la población económicamente activa se encontraba subempleada o desempleada.

Tal es la situación que enfrenta el pueblo de México. Por un lado, un salario real que sólo representa la mitad del de 1981 y por otro reducidas oportunidades de empleo, lo que provoca un sensible deterioro de los niveles de bienestar social.

Ante esto es urgente adoptar medidas que se orienten a proteger a los sectores más pauperizados, no sólo a aquellos que padecen el escaso poder adquisitivo de su salario, sino también a los que han perdido toda fuente de ingresos al perder su empleo.

Por ello, proponemos la creación del seguro de desempleo, como un instrumento que reforzará la vigencia de los derechos de los trabajadores y de la población en general, subrayando la obligación del Estado de aplicar una política social que en los hechos atienda las necesidades actuales de un gran número de mexicanos.

En nuestra propuesta, el seguro de desempleo es entendido como una medida de seguridad social, cuyo fin básico es cubrir los riesgos que padecen aquellos trabajadores que se han visto alejados de sus fuentes de trabajo.

Del mismo modo funciona como un mecanismo de redistribución del ingreso nacional, ayudando a contener los nocivos efectos de las políticas de ajuste aplicadas en nuestro país.

Un seguro de este tipo reivindica el papel del Estado como agente que garantice y estimule la protección de los derechos sociales, elevando la solidaridad del grueso de la población, hacia aquellos sectores golpeados de manera más severa por la crisis.

Desde nuestro punto de vista, el desempleo no puede ser entendido como un problema individual, por el contrario, debe ser reconocido como un problema colectivo, de influencia negativa sobre los diferentes aspectos de la sociedad, la cultura, el ámbito político y la estructura económica.

El seguro de desempleo es parte medular de la lucha por el mayor bienestar de la población, bienestar que comprende el aspecto político y económico, no siendo posible hablar de democracia y desarrollo, cuando gran parte de la población se encuentra en situaciones de necesidades alarmantes.

La caída del empleo y las limitaciones de la seguridad social, son elementos incompatibles con la democracia, ya que acentúa la desigualdad económica, social y cultural de nuestro pueblo.

Un elemento que favorece a la implantación del seguro del desempleo, es la existencia de instituciones, como el Instituto Mexicano del Seguro Social, el ISSSTE, orientados a la atención de las necesidades básicas de la población con capacidad institucional legal y con infraestructura insuficiente. Además de que existen iniciativas para que en el artículo 123, fracción XXI se considere al seguro de desempleo como una de las prestaciones comprendidas en la Ley del Seguro Social.

Ante la posibilidad de crear un seguro de este tipo, se han manejado distintos argumentos. Es posible demostrar que su funcionamiento no se contrapone con los objetivos de crecimiento y que, por otro lado, las condiciones políticas y sociales del país, no sólo permiten ponerlo en práctica, sino que lo hacen una necesidad urgente.

Algunas de las objeciones que en torno al seguro de desempleo, son las siguientes: Se sostiene que para superar la situación actual de los trabajadores, sería necesario únicamente lograr un incremento en su salario real; esta medida permitiría redistribuir los excedentes externos de la economía a su favor.

Se postula que es imposible su financiamiento, ya que disminuiría recursos que deberían ser destinados a inversión, por lo que deberíamos empezar a crecer, para posteriormente aplicar estos mecanismos de seguridad social.

Finalmente, se considera que la aplicación de un seguro como éste, provocaría una estratificación más aguda de los trabajadores mexicanos.

En primer lugar, creemos que es válido solicitar una redistribución del excedente interno de la economía, pero esto no se contrapone con una medida de seguridad social, como es el seguro de desempleo. Por el contrario, el seguro sería un mecanismo concreto que ayudaría a esta redistribución garantizando los derechos de los trabajadores y del pueblo en su conjunto.

Señalar sólo con incrementos reales en el salario se resolvería la actual situación, es insuficiente, puesto que de esta manera no se cubriría de manera global a aquellos trabajadores que han perdido su empleo.

Respecto al segundo elemento, la imposibilidad de financiar el seguro, basta recordar que hasta la fecha se destina el 55% del gasto público total al pago del servicio de la deuda, mientras que la participación de la inversión ha disminuido en siete puntos porcentuales de 1982 a 1987, por lo que no es posible seguir dando prioridad al pago del servicio de la deuda a costo de la satisfacción de las demandas populares.

La aplicación de este seguro no disminuiría recursos cuyo fin sea la inversión; por el contrario, puede considerarse como un estímulo a ella, al generar una demanda constante que apoyaría aquellas ramas productivas que tienen un marcado carácter popular, como alimentos, vestido, construcción.

El impulso de los recursos destinados a inversión por esta vía es fundamental, ya que sólo así es posible mantener un seguro de desempleo que no sea excesivamente costoso para la sociedad, por lo tanto, el seguro es un instrumento que puede ser aplicado dentro de una estrategia de reactivación económica, ya que las experiencias históricas demuestran que su creación en otros países se ha dado en momentos en que se sufren paros en la actividad económica, es decir, se aplica como instrumento antidepresivo al elevar o mantener el nivel de demanda de la población. A fin de cuentas, no es la falta de recursos sino la concentración e irracional distribución de los mismos, el gran obstáculo a vencer.

No podemos esperar a crecer económicamente para implantar esta medida de seguridad social, sobre todo cuando la finalidad básica de la misma es atender la eventualidad del desempleo.

Finalmente, la posibilidad de que con el seguro se provoque una estratificación mayor de los trabajadores es mínima, ya que proponemos que en periodos posteriores se amplíe su cobertura para proteger a toda la población que lo demanda.

Es inevitable empezar a establecerlo en ciertos sectores, sobre todo en aquellos que contribuyan al sistema de seguridad social, con el fin de hacer más fácil su regulación y demostrar que es posible su aplicación en nuestro país.

En los países en donde existe el seguro de desempleo, siempre se ha empezado por algún grupo de trabajadores para posteriormente atender a todos aquellos que lo requieran.

Aún cuando las condiciones de los países en desarrollo como el nuestro, dificultan la aplicación de un seguro de este tipo, debido a que en buena parte la población no se encuentra sujeta a relación de trabajo y otros segmentos no tienen empleo regular, no es posible oponerse a él por su escasa cobertura inicial, ya que de hacerlo llegaríamos a una posición inmovilista que iría en perjuicio de la población en su conjunto.

Por el momento, es vital instrumentar medidas que socialicen los costos del desempleo y hagan efectivos los postulados constitucionales de atención a las necesidades básicas, ayudando a mantener un nivel de vida adecuado para los trabajadores que hoy son agredidos por la política gubernamental.

Por otro lado, se ha dicho que ya existen mecanismos de atención al desempleo, citando como ejemplo el pago de la indemnización en el caso de rescisión de la relación laboral. En realidad, éste es un mecanismo de sanción al patrón, respondiendo por lo tanto, a una naturaleza jurídica diferente a la del seguro, además de que el retraso de su pago y las distintas situaciones jurídicas que deben resolverse hacen de él un instrumento poco viable para atender una contingencia como es el desempleo. Entendemos que la creación del seguro de desempleo no es la solución definitiva a los problemas de ocupación en nuestro país, es un mecanismo de defensa del trabajador ante la difícil situación que padece.

Por ello, forzosamente debe ser acompañada por una política de inversión que considere la necesidad de crecer para atender al pueblo de México, reconociendo la importancia de desarrollar el sistema de seguridad social y respondiendo a los derechos de los trabajadores en la búsqueda de una real distribución de la riqueza del país.

Es necesario subrayar que la adopción del seguro de desempleo que proponemos no significaría una pesada carga para la economía, ya que representará sólo el 0.1 % del producto interno bruto, monto similar al destinado al seguro de enfermedad y maternidad, cubriendo aproximadamente a 2 millones 447 mil beneficiarios, es decir el 4.4 % de la población mayor de 12 años, que según los datos oficiales se encuentran en desempleo abierto.

Por último, uno de los elementos fundamentales para poner en funcionamiento las medidas de atención contra el desempleo, es la existencia de un servicio de colocación que cumpla con la doble función de colocar a los interesados y verificar su disponibilidad para el trabajo; este mecanismo es necesario para disminuir los riesgos financieros del sistema.

En nuestro país, la existencia del servicio nacional de empleo, capacitación y adiestramiento, dependiente de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, permitiría un control adecuado de las prestaciones, ya que llevaría un registro de la solicitud de la prestación en el servicio nacional de empleo en un plazo no mayor de dos meses después de haberse perdido el empleo.

En el caso de los afiliados al ISSSTE, se aplicaría la prestación del empleo sin perjuicio de otras prestaciones por la cesación del trabajo que gocen, según lo dispuesto por la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado".

Compañeros, ésos son algunos de los elementos considerados dentro de la iniciativa que nosotros presentamos y ponemos a su consideración y esperamos que la presidencia pueda distribuir en su oportunidad el conjunto de la iniciativa. Muchas gracias.

El C. Presidente: - Como ha sido solicitado, insértese en integridad el documento presentado y túrnese a la Comisión de Seguridad Social.

<<Iniciativa de reformas a diversas disposiciones para crear el seguro de desempleo.- 26 de noviembre de 1987.

CC. secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. - Presente.

Haciendo uso de las facultades contempladas en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los diputados integrantes del grupo parlamentario del Partido Mexicano Socialista, presentamos a la consideración de esta  Cámara la siguiente iniciativa de reformas a la Ley del Seguro Social, a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y a la Ley Federal del Trabajo, para establecer el seguro de desempleo en base a la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En los últimos años, el nivel de vida de los trabajadores mexicanos se ha deteriorado de manera alarmante, como resultado de la crisis económica y de la incapacidad de la actual administración para resolver las crecientes demandas de la población.

La política económica instrumentada ha provocado que el costo de los programas de ajuste recaigan en los sectores más débiles política y económicamente, tales como: los jubilados, los pensionados, los jóvenes y los desempleados, sin que hasta la fecha estos sectores cuenten con los mecanismos que les permitan defender su nivel de vida.

La situación generada por los altos niveles de inflación, los recortes en el gasto público y de la caída en la inversión que como consecuencia inmediata tiene una caída en la producción y el empleo, ha llevado a una disminución de la participación de los trabajadores en el ingreso nacional, que ahora se ha reducido a la tercera parte, mientras que hace algunos años significaba poco más del 40%.

Los cambios en la distribución del ingreso hacen evidente que los trabajadores han sido los principales afectados por las constantes transferencias de recursos al exterior, vía pago del servicio de la deuda, mientras que sus necesidades básicas se han visto marginadas de manera creciente de las prioridades de la política económica.

La situación se agrava si tomamos en cuenta que en lo que va de la década, la fuerza de trabajo creció a una tasa superior al 3.2% anual en promedio, debido a la explosión demográfica de décadas pasadas, mientras que cada vez se destinan menos recursos a la inversión. En 1986 esos recursos fueron menores en 32% a los utilizados cinco años antes, por lo que las oportunidades de empleo son mínimas.

Aún cuando el gobierno reconoce una tendencia permanente al desempleo y subempleo estructurales, debido a la incapacidad del sector productivo de absorber la cada vez mayor oferta de fuerza de trabajo y a la constante migración campo - ciudad, la política gubernamental no ha impulsado de manera real medidas que ayuden a resolver este problema.

Por el contrario, los objetivos de la política económica se orientan básicamente a obtener saneamientos de carácter financiero, lo que ha provocado una irracional distribución del gasto que da prioridad al pago del servicio de la deuda en detrimento del gasto productivo.

Con esta política los excedentes internos no se están destinando a generar mayores fuentes de empleo. Hoy por hoy la mayor parte del esfuerzo se orienta al servicio de la deuda, mientras que la política económica favorece las actividades especulativas castigando a los salarios de los trabajadores.

En este marco, uno de los rasgos más preocupantes es el retroceso que en materia de empleo se está sufriendo en nuestro país, al grado que en 1986 existían alrededor de 13.5 millones de mexicanos subempleados, pertenecientes al llamado sector "informal" de la economía, mientras que el desempleo abierto afectaba a cerca de 4.6 millones de personas, es decir, más de 50% de la población económicamente activa se encontraba subempleada o desempleada.

Aún cuando existe una seria insuficiencia en la información respecto al número de desempleados, las cifras oficiales proporcionadas por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), revelan la importancia del problema y la urgencia de actuar para resolverlo de manera efectiva.

Tal es la situación que enfrenta el pueblo de México, por un lado, un salario real que sólo representa la mitad del de 1981 y por otro reducidas oportunidades de empleo, lo que provoca un sensible deterioro de los niveles de bienestar social. Ante esto, es urgente adoptar medidas que se orienten a proteger a los sectores más pauperizados; no sólo a aquellos que padecen el escaso poder adquisitivo de su salario, sino también los que han perdido toda fuente de ingresos al perder su empleo.

Por ello, proponemos la creación del seguro de desempleo, como un instrumento que reforzará la vigencia de los derechos de los trabajadores y de la población en general, subrayando la obligación del Estado de aplicar una política social que en los hechos atienda las necesidades actuales de un gran número de mexicanos.

En nuestra propuesta, el seguro de desempleo es entendido como una medida de seguridad social, cuyo fin básico es cubrir los riesgos que padecen aquellos trabajadores que se han visto alejados de su fuente de ingreso. Del mismo modo, funciona como un mecanismo de redistribución del ingreso nacional, ayudando a contener los nocivos efectos de las políticas de ajuste aplicadas en nuestro país.

Un seguro de este tipo reivindica el papel del Estado como agente que garantice y estimule la protección de los derechos sociales, elevando la solidaridad del grueso de la población hacia aquellos sectores golpeados de manera más severa por la crisis.

Desde nuestro punto de vista, el desempleo no puede ser entendido como un problema individual; por el contrario, debe ser reconocido como un problema colectivo de influencia negativa sobre los diferentes aspectos de la sociedad; la cultura, el ámbito político, la estructura económica, etcétera.

El seguro de desempleo es parte medular de la lucha por el mayor bienestar de la población, bienestar que comprende el aspecto político y económico, no siendo posible hablar de democracia y desarrollo cuando gran parte de la población se encuentra en situaciones de necesidad alarmantes. La caída del empleo y las limitaciones de la seguridad social son elementos incompatibles con la democracia, ya que acentúa la desigualdad económica, social y cultural del pueblo.

Un elemento que favorece la implantación del seguro de desempleo, es la existencia de instituciones como el IMSS y el ISSSTE, orientadas a la atención de las necesidades básicas de la población con capacidad institucional, legal y con infraestructura suficiente, además de que existen iniciativas para que el artículo 123, fracción XXIX se considere al seguro de desempleo como una de las prestaciones comprendidas en la Ley del Seguro Social.

Ante la posibilidad de crear un seguro de este tipo, se han manejado distintos argumentos. Es posible demostrar que su funcionamiento no se contrapone con los objetivos de crecimiento y que, por otro lado, las condiciones políticas y sociales del país no sólo permiten ponerlo en práctica, sino que lo hacen una necesidad urgente.

Algunas de las objeciones en torno al seguro de desempleo, son las siguientes:

1o. Se sostiene que para superar la situación actual de los trabajadores, sería necesario únicamente lograr un incremento en su salario real. Esta medida permitiría redistribuir los excedentes internos de la economía en favor del trabajador.

2o. Se postula que es imposible su financiamiento, ya que disminuiría recursos que deberían ser destinados a inversión, por lo que deberíamos empezar por crecer para posteriormente aplicar estos mecanismos de seguridad social.

3o. Se considera que la aplicación de un seguro como éste, provocaría una estratificación más aguda de los trabajadores mexicanos.

En primer lugar, es válido solicitar una redistribución del excedente interno de la economía, pero esto no se contrapone con una medida de seguridad social como es el seguro de desempleo. Por el contrario, el seguro sería un mecanismo concreto que ayudaría a esa redistribución, garantizando los derechos de los trabajadores y del pueblo en su conjunto. Señalar que sólo con incrementos reales en el salario se resolvería la actual situación es insuficiente, puesto que de esa manera no se cubriría de manera global a aquellos trabajadores que han perdido su empleo.

Ciertamente, la aplicación única del seguro de desempleo sería insuficiente para resolver el problema de los trabajadores, de ahí que el grupo parlamentario del PMS ha planteado la necesidad de que se legisle en materia de los ingresos mínimos de la población, presentando iniciativas de reforma a la Constitución y a las leyes relacionadas con este tema. Dichas iniciativas fueron presentadas en el segundo período ordinario de sesiones de las LII y LIII Legislaturas, y en ellas se contempla la aplicación de la escala móvil de salarios, el incremento de pensiones y jubilaciones, la reducción de la jornada de trabajo, el control del precios y el propio seguro de desempleo. De esta manera, la presente iniciativa forma parte de un proyecto más amplio de defensa de los derechos de la población.

Respecto al segundo elemento, la imposibilidad de financiar el seguro, baste recordar que hasta la fecha se destina el 55 % del gasto público total al pago del servicio de la deuda, mientras que la participación de la inversión ha disminuido en siete puntos porcentuales de 1982 a 1987, por lo que no es posible seguir dando prioridad al pago del servicio de la deuda a costa de la satisfacción de las demandas populares.

La aplicación de este seguro no disminuiría recursos cuyo fin sea la inversión. Por el contrario, puede considerarse como un estímulo a ella, al generar una demanda constante que apoyaría a aquellas ramas productivas que tienen un marcado carácter popular: alimentos, vestido, construcción, etcétera. El impulso de los recursos destinados a inversión por esta vía es fundamental, ya que sólo así es posible mantener un seguro de desempleo que no sea excesivamente costoso para la sociedad.

Por lo tanto, el seguro es un instrumento que puede ser aplicado dentro de una estrategia de reactivación económica, ya que las experiencias históricas demuestran que su creación en otros países se ha dado en momentos en que se sufren profundos paros en la actividad económica, es decir, se aplica como instrumento antidepresivo al elevar o mantener el nivel de demanda de la población.

Históricamente los periodos de mayor alcance en materia de protección contra el desempleo fueron los anteriores y algunos posteriores a la Segunda Guerra Mundial, reconociéndose su importancia internacional a raíz de las actividades desarrolladas por la Organización Internacional del Trabajo (OIT). De esta forma, el principal motivo para instituir un sistema organizado de seguridad social para los desempleados, ha sido la depresión económica en un proceso de mayor cobertura, cuantía y duración de las prestaciones con el paso del tiempo.

A fin de cuentas, no es la falta de recursos, sino la concentración e irracional distribución de los mismos el gran obstáculo a vencer. No podemos esperar a crecer económicamente para implantar esta medida de seguridad social, sobre todo cuando la finalidad básica de la misma es atender la eventualidad del desempleo.

Finalmente, la posibilidad de que con el seguro se provoque una estratificación mayor de los trabajadores es mínima, ya que proponemos que en periodos posteriores se amplíe su cobertura para proteger a toda la población que lo demanda. Es inevitable empezar a establecerlo en ciertos sectores, sobre todo en aquellos que contribuyen al sistema de seguridad social, con el fin de hacer más fácil su regulación y demostrar que es posible su aplicación en nuestro país.

En los países donde existe el seguro de desempleo, siempre se ha empezado por algún grupo de trabajadores, para posteriormente atender a todos aquellos que lo requieran.

Aun cuando las condiciones de los países en desarrollo como el nuestro, dificultan la aplicación de un seguro de este tipo, debido a que buena parte de la población no se encuentra sujeta a relación de trabajo y otro segmento no tiene un empleo regular, no es posible oponerse a él por su escasa cobertura inicial, ya que de hacerlo llegaríamos a una posición inmovilista que iría en perjuicio de la población en su conjunto.

Por el momento, es vital instrumentar medidas que socialicen los costos del desempleo y hagan efectivos los postulados constitucionales de atención a las necesidades básicas, ayudando a mantener un nivel de vida adecuado para los trabajadores que hoy son agredidos por la política gubernamental.

Por otro lado, se ha dicho que ya existen mecanismos de atención al desempleo, citando como ejemplo el pago de la indemnización en el caso de rescisión de la relación laboral. En realidad, éste es un mecanismo de sanción al patrón, respondiendo por lo tanto a una naturaleza jurídica diferente a la del seguro, además de que el retraso en su pago y las distintas situaciones jurídicas que deben resolverse, hacen de él un instrumento poco viable para atender una contingencia como es el desempleo.

Entendemos que la creación del seguro de desempleo, no es la solución definitiva a los problemas de ocupación en nuestro país, es un mecanismo de defensa del trabajador ante la difícil situación que padece; por ello, forzosamente debe ser acompañada por una política de inversión que considere la necesidad de crecer para atender al pueblo de México, reconociendo la importancia de desarrollar el sistema de seguridad social, y respondiendo a los derechos de los trabajadores en la búsqueda de una real distribución de la riqueza del país.

Es necesario subrayar que la adopción del seguro de desempleo que proponemos, no significaría una pesada carga para la economía, ya que representará sólo el 0.1% del PIB, monto similar al destinado al seguro de enfermedad y maternidad, cubriendo aproximadamente a 2 millones 477 mil beneficiarios, es decir, el 4.4% de la población mayor de 12 años, que según los datos oficiales se encuentran en desempleo abierto.

Por último, uno de los elementos fundamentales para poner en funcionamiento las medidas de atención contra el desempleo, es la existencia de un servicio de colocación que cumpla con la doble función de colocar a los interesados y verificar su disponibilidad para el trabajo. Este mecanismo es necesario para disminuir los riesgos financieros del sistema.

En nuestro país, la existencia del Servicio Nacional de Empleo, Capacitación y Adiestramiento, dependiente de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, permitiría un control adecuado de las prestaciones, ya que llevaría un registro confiable del número de desempleados en nuestro país, y de las posibilidades de colocación que tendrían en el corto plazo.

Buscando que esta función sea realizada, es posible hacer uso de la infraestructura que para investigación del mercado de trabajo, capacitación y colocación de trabajadores tiene la Secretaría mencionada, además de incluir entre las funciones básicas del sistema, la atención a desempleados por medio de:

Registro de los demandantes de empleo.

Registro de las solicitudes de prestación que por desempleo tengan derecho.

Promoción y supervisión de la colocación de los trabajadores desempleados.

De este modo, es necesaria la coordinación con el IMSS e ISSSTE, que serían directamente encargados de recaudar las cotizaciones para el seguro hechas por los trabajadores, los empleadores y el gobierno.

Con estas modificaciones buscamos hacer realidad los fines para los que fue creado el Servicio Nacional de Empleo, ya que a la fecha tiene una participación mínima en la colocación de trabajadores. En 1986 apenas colocó a 120 mil trabajadores, mientras que el número de desempleados superaba los 2 millones, según datos oficiales.

Estas modificaciones en el Servicio Nacional de Empleo, permitirán hacer efectiva la política nacional en esta materia, con el fin de aprovechar realmente el gran volumen de recursos, que hoy por causa del desempleo quedan paralizados al tiempo que existen enormes necesidades insatisfechas. Por la razón ya expuesta, de que existe la infraestructura necesaria en el IMSS y en el ISSSTE para administrar el seguro de desempleo, proponemos que éste se incorpore como un nuevo capítulo de la Ley del Seguro Social y a la Ley del ISSSTE, bajo las siguientes características:

Tipo de prestación:

La prestación sería de nivel contributivo, es decir, los trabajadores, los empleados y el gobierno aportarían una cuota al Sistema de Seguridad Social para atenderlo.

Financiamiento:

Para evitar que el régimen se convierta en una carga onerosa para la economía, y en especial para la pequeña y mediana empresas, la cotización variará según el tamaño de la empresa, partiendo de la siguiente clasificación:

1o. Empresa nacional pequeña (entre uno y 100 trabajadores).

2o. Empresa nacional mediana (entre 101 y 250 trabajadores).

3o. Empresa nacional grande (más de 250 trabajadores).

4o. Empresa transnacional (aquella que en su capital social tenga una participación mayoritaria de capital extranjero).

5o. Empresa pública (aquélla en la que el Estado tenga una participación mayoritaria en su capital).

Esta clasificación, además de ser utilizada por instituciones académicas para estudiar la absorción de mano de obra, permitiría distinguir los diferentes rubros de la actividad industrial y por lo tanto, el efecto que sobre cada uno de ellos tendría la aplicación de esta medida de seguridad social.

La cotización para el seguro de desempleo, sería de 3% del salario base, en función de la siguiente tabla:
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La situación que cubre esta prestación, es la de quienes pudiendo y queriendo trabajar pierden su empleo de forma temporal o definitiva, lo que repercute en una disminución de sus ingresos y por lo tanto de su nivel de vida.

Los beneficiarios serían:

Todos los asegurados permanentes y eventuales incluidos en el régimen del IMSS y el personal contratado por la administración pública, es decir, los inscritos al ISSSTE.

Los requisitos básicos serían:

Haber prestado un servicio personal subordinado.

Estar afiliado al sistema de seguridad social.

Tener cubierto el período mínimo de cotización para tener derecho al seguro, al comienzo de la cesación laboral.

No haber cumplido la edad ordinaria que se exija en caso de pensión, jubilación, salvo que el trabajador no hubiera acreditado el período de cotización requerido para ello.

El contenido de la prestación sería:

Prestación económica por desempleo.

Atención médica suficiente hasta que recupere su situación de empleado.

Duración de la prestación:

La duración de la prestación estaría en función del período de ocupación cotizado en los tres años anteriores a la eventualidad, no siendo indispensable que haya cotizado de manera continua para este seguro durante ese lapso.

Deberían de diferenciarse los periodos cotizados que hayan dado lugar al uso del mismo derecho en ocasiones anteriores, tomándose en cuenta únicamente las cotizaciones realizadas después de la última prestación por desempleo para tener derecho nuevamente a la prestación. En los casos donde no se haya hecho uso completamente de la prestación a que tuviere derecho, se hará una acumulación del tiempo no ejercido del derecho anterior para gozar de una nueva prestación.

Para determinar la duración de la prestación, se tomará como base la siguiente tabla:

Cotización
Duración

28 a 38 semanas
30 días

39 a 77 semanas
90 días

78 a 154 semanas
180 días

155 semanas en adelante
360 días

Cuantía de la prestación:

La prestación sería del 70% del salario base anterior a la situación de desempleo.

Se considera necesaria únicamente una prestación del 70% del salario anterior, para de esa forma no obstaculizar la intención de emplearse nuevamente, buscando básicamente atender las necesidades más urgentes del desempleado y su familia, durante el tiempo necesario para su reinstalación.

Por otro lado, aquellos asegurados que reciban un salario base superior a 10 salarios mínimos no podrán gozar del seguro, por considerarlos capaces de solventar los gastos durante el desempleo. Este elemento es fundamental para evitar que el seguro se convierta en una carga e impida su funcionamiento y financiamiento adecuados.

Tramitación de la solicitud de la prestación:

Para tener derecho a la prestación, se propone como condición la inscripción como demandante de empleo y la presentación de la solicitud de la prestación en el Servicio Nacional de Empleo, en un plazo no mayor de dos meses después de haber perdido el empleo.

Los documentos a presentar serían:

Solicitud de la prestación.

Razón social y dirección de la última empresa donde se trabajó.

Copia de los documentos oficiales donde se indique el salario base y fecha de alta del IMSS o ISSSTE.

En el caso de los afiliados al ISSSTE, se aplicará la prestación al desempleo, sin perjuicio de otras prestaciones que por cesación de trabajo gocen, según lo dispuesto por la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Como último elemento, la reestructuración del Servicio Nacional de Empleo se traduce, en nuestra propuesta, en una reforma a la Ley Federal del Trabajo.

Por todo lo anterior y haciendo uso de las facultades que nos otorga la Constitución, presentamos a la Cámara de Diputados la siguiente

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LA LEY DEL SEGURO SOCIAL

Artículo primero. Se adiciona un Capítulo VI - bis a la Ley del Seguro Social en su Título Segundo, denominado "Del Seguro de Desempleo", y se corre la numeración del articulado para quedar como sigue:

CAPITULO VI - BIS

Del seguro de desempleo

SECCIÓN PRIMERA

Generalidades

Artículo 194. El riesgo protegido por este capítulo es el desempleo, entendido como la situación en que se encuentra un trabajador que estando empleado de manera regular, y que estando en disponibilidad y teniendo capacidad para desempeñar un empleo se ven alejados del mismo.

Artículo 195. Son sujetos de este seguro todos los trabajadores incorporados al régimen de seguridad social que se encuentren desempleados.

Artículo 196. Para tener derecho a las prestaciones consignadas en este capítulo, el asegurado deberá:

I. Haber cotizado para este seguro, por lo menos durante 28 semanas en los tres años anteriores a la aparición de la eventualidad, no siendo necesario haber cotizado de manera continua durante ese lapso.

II. No haber cumplido la edad para tener derecho a la pensión o jubilación, o no haber acreditado el período de cotización requerido para ello.

III. Estar inscrito como demandante del empleo en el Servicio Nacional de Empleo.

IV. Presentar solicitud de la prestación al Servicio Nacional de Empleo, en un plazo no mayor de dos meses siguientes a la fecha en que dejó de prestar sus servicios.

Artículo 197. La prestación se entregará al trabajador por el instituto en un plazo no mayor de 10 días hábiles, después de haber presentado la solicitud ante el Servicio Nacional de Empleo.

Artículo 198. En caso de haber hecho uso de la prestación, es necesario cotizar nuevamente el mínimo establecido para ejercer nuevamente ese derecho.

En los casos donde no se haya hecho uso de la prestación por el tiempo a que tuviera derecho, se podrá acumular para una nueva prestación el tiempo no utilizado en la situación de desempleo anterior.

SECCIÓN SEGUNDA

De las prestaciones en especie

Artículo 199. El asegurado que sufra el riesgo de desempleo, tiene derecho a las siguientes prestaciones en especie:

I. Asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica;

II. Servicio de hospitalización;

III. Aparatos de prótesis y ortopedia, y

IV. Rehabilitación.

Artículo 200. Las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, se concederán durante el tiempo a que tuviera derecho por el seguro de desempleo.

SECCIÓN TERCERA

De las prestaciones en dinero

Artículo 201. En caso de desempleo, el asegurado tendrá derecho a recibir un subsidio en dinero.

Artículo 202. El subsidio por desempleo, se otorgará conforme a la siguiente tabla:

Cotización
Duración

28 a 38 semanas
30 días

39 a 77 semanas
90 días

78 a 158 semanas
180 días

155 semanas en adelante
360 días

Los trabajadores percibirán un subsidio del 70% del salario diario registrado antes de sufrir la eventualidad de desempleo, durante el tiempo a que tuvieren derecho.

Los subsidios se pagarán por periodos vencidos, que no excederán de una semana.

Artículo 203. Se suspenderá el pago del subsidio, cuando:

I. El trabajador vuelva a establecer relación laboral.

II. Se rechace oferta de empleo adecuado, o asistencia a cursos de formación hecha por el Servicio Nacional de Empleo.

Se entenderá por empleo adecuado, aquel que corresponda con la profesión habitual del trabajador, o cualquier otra que se ajuste a las aptitudes profesionales físicas y formativas del mismo; no suponga cambio de residencia habitual; no implique condiciones que atenten contra su vida, su salud o que represente un salario inferior al fijado por la Comisión Nacional de Salarios Mínimos para la respectiva actividad.

III. El trabajador se ausente del país por un período similar o mayor a la duración de la prestación a la que tiene derecho.

IV. El trabajador no responda a requerimientos del Servicio Nacional de Empleo, cuyo fin sea colocarlo en un nuevo empleo.

SECCIÓN CUARTA

Del financiamiento

Artículo 204. Los recursos necesarios para cubrir las prestaciones y los gastos administrativos del seguro de desempleo, se obtendrán de las cuotas que estén obligados a cubrir los patrones y los trabajadores, o demás sujetos, y de la contribución que corresponda al Estado.

Artículo 205. La cotización variará según el tamaño y carácter de la empresa, partiendo de la siguiente clasificación:

Empresa nacional pequeña: Entre uno y 100 trabajadores, con capital social mayoritariamente nacional.

Empresa nacional mediana: Entre 101 y 250 trabajadores, con capital social mayoritariamente nacional.

Empresa nacional grande: Más de 250 trabajadores, con capital social mayoritariamente nacional.

Empresa transnacional: Aquella que sin importar el número de trabajadores, tenga en su capital social una participación mayoritaria del extranjero.

Empresa pública: Aquélla en la que el Estado tenga una participación mayoritaria en el capital.

Artículo 206. A los patrones y a los trabajadores les corresponde cubrir para el seguro de desempleo, las cuotas que señala la tabla siguiente:
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Artículo 207. Los ingresos y egresos del seguro de desempleo, se registrarán contablemente por separado de los correspondientes a los demás ramos del seguro.

Artículo 208. Por lo que respecta a los sujetos de aseguramiento comprendidos en el artículo 13 de esta ley, en los decretos respectivos se determinará con base en las prestaciones que se otorguen y demás modalidades, las cuotas a cargo de los asegurados y demás sujetos obligados, así como la contribución a cargo del gobierno federal.

Artículo segundo. Se reforman y adicionan los artículos 11, con una fracción V; 118, con un tercer párrafo; 194; 212, con una fracción VI, y el artículo 240, con una fracción XX - bis, para quedar como sigue:

Artículo 11...................................................................

I a IV.........................................................................

V. Desempleo.

Artículo 118..................................................................

...............................................................................

...............................................................................

El asegurado que quede privado de trabajo remunerado, pero que haya cubierto un mínimo de 28 cotizaciones semanales, conservará el derecho a recibir las prestaciones correspondientes al seguro de enfermedad y maternidad, en los términos del presente capítulo, durante el período que goce del seguro de desempleo. Del mismo derecho disfrutarán sus beneficiarios.

Artículo 194. El asegurado, con un mínimo de 52 cotizaciones semanales acreditadas en el régimen obligatorio, al ser dado de baja tiene derecho a continuar voluntariamente en el mismo, bien sea en los seguros conjuntos de enfermedades y maternidad, de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte y desempleo, o bien cualquiera de ellos, pudiendo quedar inscritos en el grupo de salario...

...............................................................................

Artículo 212..................................................................

...............................................................................

...............................................................................

I a V..........................................................................

VI. Tendrá derecho al seguro de desempleo.

Artículo 240..................................................................

...............................................................................

I a XX.........................................................................

XX - bis. Para el seguro de desempleo, establecer coordinación con el Servicio Nacional de Empleo, que depende de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, para lograr el cumplimiento de sus objetivos.

TRANSITORIOS

Artículo primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. Para poder hacer efectivas las prestaciones por desempleo, es necesario cotizar como mínimo durante 28 semanas, a partir de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo tercero. Las prestaciones por seguro de desempleo son independientes de las indemnizaciones por rescisión, contempladas en la Ley Federal del Trabajo.
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"INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

Artículo primero. Se adiciona un Capítulo V - bis a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado en su Título Segundo, denominado "Del seguro del desempleo", y se corre la numeración del articulado para quedar como sigue:

CAPITULO V - BIS

Del seguro de desempleo

SECCIÓN PRIMERA

Generalidades

Artículo 91. El riesgo protegido por este capítulo es el de desempleo, entendido como la situación en la que se encuentran los trabajadores que han estado empleados de manera regular, y que estando en disponibilidad y teniendo capacidad para desempeñar un empleo, fueron alejados del mismo.

Artículo 92. Son sujetos de este seguro, todos los trabajadores incorporados al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en situación de desempleo.

Artículo 93. Para tener derecho a las prestaciones consignadas en este capítulo, el asegurado deberá de:

I. Haber cotizado para este seguro por lo menos durante 28 semanas en los tres años anteriores a la aparición de la eventualidad.

II. No haber cumplido la edad para tener derecho a la pensión o jubilación, o no haber acreditado el período de cotización requerido para ello.

III. Estar inscrito como demandante del empleo, en el Servicio Nacional de Empleo.

IV. Presentar solicitud al Servicio Nacional de Empleo, en un plazo no mayor de dos meses siguientes a la presentación de la eventualidad.

Artículo 94. El período de espera para disfrutar de la prestación es de 10 días hábiles, después de haber presentado la solicitud ante el Sistema Nacional de Empleo.

Artículo 95. En caso de haber hecho uso de la prestación, es necesario cotizar nuevamente el mínimo establecido para ejercer nuevamente ese derecho. En los casos donde no se haya hecho uso de la prestación por el tiempo a que tuviera derecho, se podrá acumular para una nueva prestación, el tiempo no utilizado en la situación de desempleo anterior.

SECCIÓN SEGUNDA

De las prestaciones en especie

Artículo 96. El asegurado que sufra el riesgo de desempleo, tiene derecho a las siguientes prestaciones en especie:

I. Asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica;

II. Servicios de hospitalización;

III. Aparatos de prótesis y ortopedia, y

IV. Rehabilitación.

Artículo 97. Las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, se concederán durante el tiempo a que tuviera derecho por seguro de desempleo.

Artículo 98. En caso de desempleo, el asegurado tendrá derecho a un subsidio en dinero.

Artículo 99. El subsidio por desempleo, se otorgará conforme a la siguiente tabla:

Cotización
Duración

28 a 38 semanas
30 días

39 a 77 semanas
90 días

79 a 154 semanas
180 días

155 semanas en adelante
360 días

Los trabajadores percibirán un subsidio del 70%, del último salario diario registrado.

Los subsidios se pagarán por periodos vencidos, que no excederán de una semana.

Artículo 100. Se suspenderá el pago del subsidio, cuando:

I. El trabajador vuelva a establecer relación laboral.

II. El trabajador rechace oferta de empleo adecuado hecha por el Servicio Nacional de Empleo, o asistencia a cursos de formación.

Se entenderá por empleo adecuado, aquél que corresponda con la profesión habitual del trabajador, o cualquier otra que se ajuste a las aptitudes profesionales, físicas o formativas del mismo; no suponga cambio de su residencia habitual; no implique condiciones que atenten contra su vida, su salud o que representen un salario inferior al fijado por la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, para la respectiva actividad.

III. El trabajador se ausente del país, por un período similar o mayor a la duración de la prestación a la que tiene derecho.

IV. El trabajador no responda a requerimientos del Servicio Nacional de Empleo, cuyo fin sea colocarlo en un nuevo empleo.

Artículo segundo. Se reforman y adicionan los artículos 3o., con una fracción IX - bis; 16, con una fracción III; 21, con una fracción V; 27; 32, con un segundo párrafo; 142; 150, con una fracción X - bis, para quedar como sigue:

Artículo 3o...................................................................

I a IX.........................................................................

IX - bis. Seguro de desempleo.

X a XX.........................................................................

Artículo 16...................................................................

I..............................................................................

II. 6% para cubrir los seguros, prestaciones y servicios señalados en las fracciones de la V a la XX del artículo 3o. de la presente ley, a excepción de lo considerado en la fracción IX - bis.

III. 0.5% para cubrir el seguro de desempleo, de la fracción IX - bis del artículo 3o.

Artículo 21...................................................................

I a IV.........................................................................

V. 2.5% para cubrir el seguro de desempleo, fracción IX - bis del artículo 3o. de la presente ley.

Artículo 27. Los servicios médicos que tiene encomendados el instituto, en los términos de los capítulos relativos a los seguros de riesgo de trabajo, de enfermedades, de maternidad, desempleo y los servicios de medicina preventiva...

Artículo 32...................................................................

Del mismo modo, aquel trabajador que quede privado de trabajo, pero que haya cotizado un mínimo de 28 semanas antes de la separación laboral, conservará el derecho a percibir las prestaciones correspondientes al seguro de enfermedad y maternidad en los términos del capítulo anterior, durante el período que goce del seguro de desempleo. Del mismo derecho disfrutarán sus beneficiarios.

Artículo 142. El trabajador que deje de prestar sus servicios en alguna dependencia o entidad y no tenga la calidad de pensionado, habiendo cotizado para el instituto cuando menos durante cinco años, podrá solicitar la continuación voluntaria en el régimen obligatorio del seguro de enfermedades y maternidad, medicina preventiva y desempleo, y al efecto, cubrirá íntegramente las cuotas y las aportaciones que correspondan conforme...

Artículo 150..................................................................

I a X..........................................................................

X - bis. Para el seguro de desempleo, establecer coordinación con el Servicio Nacional de Desempleo, que depende de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, para lograr el cumplimiento de sus objetivos.

XI.............................................................................

Artículo tercero. Se adiciona el nombre del Capítulo I, del Título Tercero de la Ley del ISSSTE, para quedar como sigue:

CAPÍTULO I

Continuación voluntaria en el régimen obligatorio del seguro de enfermedades, maternidad, medicina preventiva y desempleo

TRANSITORIOS

Artículo primero. El presente decreto, entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. Para poder hacer efectivas las prestaciones por desempleo, es necesario cotizar como mínimo durante 28 semanas a partir de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo tercero. Las prestaciones por seguro de desempleo, son independientes de las prestaciones por rescisión contempladas en la Ley Federal del Trabajo, y en la propia Ley del ISSSTE.

México, Distrito Federal, 26 de noviembre de 1987. - Por el grupo parlamentario del PMS, diputado Alejandro Encinas Rodríguez.>>

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Artículo único. Se reforman y adicionan los artículos 537, con una fracción V; 538, con un segundo párrafo; 539, con una fracción V; y 539 - A, para quedar como sigue:

Artículo 537..................................................................

I a IV.........................................................................

V. Registrar a los demandantes de empleo, que deberán presentar solicitud para gozar de las prestaciones que por desempleo tuvieran derecho.

Artículo 538..................................................................

...............................................................................

De manera simultánea, deberá de coordinarse con el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para llevar un registro confiable del número de desempleados, y de las solicitudes que por esa eventualidad se hagan.

Artículo 539..................................................................

I a IV.........................................................................

V. En materia de registro de solicitudes para las prestaciones por desempleo.

a) Establecer un registro de desempleados demandantes de empleo, ya que ésta es condición básica para que puedan solicitar las prestaciones por esa eventualidad.

b) Llevar el registro de las solicitudes para las prestaciones por desempleo, informando al IMSS o ISSSTE, según corresponda, de las solicitudes presentadas.

c) En general, realizar todas aquéllas que las leyes y reglamentos confieran a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en la materia.

Artículo 539 - A. Para el cumplimiento de sus funciones en relación con las empresas o establecimientos que pertenezcan a ramas industriales o actividades de jurisdicción federal, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social será asesorada por un consejo consultivo integrado por representantes del sector público, de las organizaciones nacionales de trabajadores y de las organizaciones nacionales de patrones, a razón de seis miembros por cada uno de ellos, con sus respectivos suplentes.

Por el sector público, participarán sendos representantes de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social; de la Secretaría de Educación Pública; de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial; de la Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal; del Instituto Mexicano del Seguro Social y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

TRANSITORIOS

Artículo primero. El presente decreto, entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. En un período no mayor de 30 días naturales a partir de la entrada en vigor del presente decreto, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social promulgará su reglamento interno, en el que deberá establecer las formas de colaboración con el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para llevar el registro de los solicitantes de las prestaciones por desempleo.
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